




EXPEDIENTE: SUP-AG-213/2025

MAGISTRADO PONENTE: FELIPE DE LA 
MATA PIZAÑA1

Ciudad de México, a cinco de noviembre de dos mil veinticinco.

ACUERDO con el que se ordena remitir las constancias del expediente 

JD/PE/PEF/DEMC/2/2025, originalmente instruido por 01 Junta Distrital 

Ejecutiva del Instituto Nacional, a la Junta Local Ejecutiva del Instituto 

Nacional Electoral en Quintana Roo, a fin de regularizar el procedimiento 

especial sancionador.
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GLOSARIO
01 Junta Distrital: 01 Junta Distrital Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en 

Quintana Roo
Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Denunciante: XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX

INE: Instituto Nacional Electoral
Ley Electoral: Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales

Parte Vinculada: César Alejandro Sáenz Ordoñez
Sala Especializada: Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación
Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación
Tribunal Electoral: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Unidad Técnica: Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de la Secretaría 
Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral

I. ANTECEDENTES

1. Elección federal de personas juzgadoras. En septiembre de dos mil 

veinticuatro inició el proceso para elegir diversos cargos del Poder 

Judicial de la Federación. La etapa de campañas transcurrió del treinta 

de marzo al veintiocho de mayo del presente año;2 la jornada electoral se 

celebró el uno de junio.

2. Denuncia. El veintiséis de mayo, la Denunciante presentó un escrito 

ante la 01 Junta Distrital, con el que denunció que César Alejandro Sáenz 

Ordoñez, entonces candidato a juez de Distrito de materia mixta en el 

distrito judicial electoral 01 correspondiente al vigésimo séptimo circuito 

1 Secretariado: Fernando Ramírez Barrios, Aarón Alberto Segura Martínez y Cecilia Huichapan 
Romero.
2 Todos los hechos que a continuación se narran ocurrieron en dos mil veinticinco.
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(en la misma entidad federativa), era responsable de la comisión de 

diversos actos que implicaban violaciones a la normatividad electoral.

3. Radicación. El veintisiete de mayo, la 01 Junta Distrital radicó la 

denuncia bajo el número de expediente JD/PE/PEF/DEMC/2/2025 y 

ordenó el inicio de la investigación.

4. Primer emplazamiento y audiencia. El diecisiete de junio, la 01 Junta 

Distrital ordenó el emplazamiento de las partes a la audiencia de pruebas 

y alegatos, la cual se celebró el veintitrés siguiente. Hecho lo anterior, se 

remitió el expediente a la Sala Especializada de este Tribunal Electoral.

5. Regularización del procedimiento. El veintitrés de julio, la Sala 

Especializada acordó devolver el expediente a la 01 Junta Distrital para 

generar mayores diligencias de investigación (SRE-JG-29/2025).

6. Segundo emplazamiento y audiencia. El veintiocho de agosto, una 

vez que consideró que se había cumplido con lo ordenado por la Sala 

Especializada, la 01 Junta Distrital ordenó emplazar a las partes a la 

audiencia de ley, la cual se celebró el treinta y uno siguiente. Hecho lo 

anterior, se remitió el expediente a la Sala Especializada.

7. Reasignación a Sala Superior. Con motivo de la extinción de la Sala 

Especializada, el expediente fue reasignado a Sala Superior para efectos 

de resolución del procedimiento.

8. Trámite ante Sala Superior. Una vez que la Unidad Especializada del 

Procedimiento Especial Sancionador de esta Sala Superior informó sobre 

el estado del expediente, la presidencia de este órgano jurisdiccional 

ordenó integrarlo con el número SUP-AG-213/2025 y turnarlo al 

magistrado Felipe de la Mata Pizaña.3

II. COMPETENCIA Y ACTUACIÓN COLEGIADA

Esta Sala Superior es competente para conocer este procedimiento 

especial sancionador, por tratarse de una controversia en la que se alega 

3 Para efectos de lo dispuesto en el artículo 476 de la Ley Electoral.
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que se cometieron hechos susceptibles de configurar diversas 

infracciones vinculadas con las reglas sobre propaganda electoral, en el 

contexto de la elección de la elección extraordinaria de personas 

juzgadoras del Poder Judicial de la Federación.4

Por otra parte, en este asunto se verificará, de forma oficiosa, si la 01 
Junta Distrital contaba con competencia para instruir el presente 
procedimiento, lo cual involucraría una modificación al trámite ordinario 

que se sigue para resolver los procedimientos especiales sancionadores.

Por lo tanto, este acuerdo debe adoptarse de manera colegiada.5

III. ESTUDIO DEL CASO

1. Decisión. Esta Sala Superior advierte que la 01 Junta Distrital del 
INE en Quintana Roo no era competente para instruir el presente 
procedimiento especial sancionador, pues estaban controvertidos 

hechos ajenos al ámbito territorial de su competencia.

Por lo tanto, deben remitirse las constancias del expediente a la 
Junta Local Ejecutiva del INE en Quintana Roo a efecto de 
regularizar el procedimiento, por ser esa la autoridad competente para 

la instrucción de la controversia.

2. Revisión oficiosa de la competencia. El artículo 16, párrafo primero 

de la Constitución establece que nadie puede ser molestado en su 

persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino por mandamiento 

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal 

del procedimiento.

4 Con fundamento en los artículos 475 y 476 en relación con el diverso 470, todos de la Ley 
Electoral; y en los artículos 253, fracciones IV, inciso g) y XI, así como en el 256, fracción XV, 
ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
5 Con fundamento en los artículos 253, fracción XI de la Ley Orgánica; 47 del Reglamento Interno 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y en la jurisprudencia 11/99 de este 
Tribunal Electoral, de rubro “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. LAS RESOLUCIONES O 
ACTUACIONES QUE IMPLIQUEN UNA MODIFICACIÓN EN LA SUSTANCIACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO ORDINARIO, SON COMPETENCIA DE LA SALA SUPERIOR Y NO DEL 
MAGISTRADO INSTRUCTOR”.
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Por lo tanto, esta Sala Superior ha reconocido que la competencia es un 

requisito fundamental para la validez de un acto de molestia, por lo que 

su estudio constituye una cuestión preferente y de orden público 
que se debe hacer de oficio por las Salas del Tribunal Electoral, a fin 

de dictar la determinación que en Derecho proceda.6

En este sentido, determinar si un procedimiento especial sancionador ha 

sido instruido por la autoridad competente es una cuestión que debe 

revisarse de manera oficiosa y, en su caso, remediarse por este órgano 

judicial, al tratarse de un presupuesto de validez de la actuación del 

Estado en relación con los particulares.

Lo anterior es concordante con lo dispuesto en el artículo 476, párrafo 2, 

inciso b) de la Ley Electoral, el cual señala que cuando la Sala Superior 

advierta deficiencias en la integración del expediente o en su tramitación, 

o alguna violación a las reglas establecidas en dicho cuerpo normativo, 

ordenará al Instituto Nacional Electoral la realización de diligencias para 

remediar la situación.

3. Reglas relativas a la competencia para la tramitación de los 
procedimientos especiales sancionadores. La Ley Electoral establece 

que durante los procesos electorales, el procedimiento especial 

sancionador es la vía procedente para tramitar las denuncias que se 

refieran a la comisión de conductas que contravengan las normas sobre 

propaganda política o electoral.7

Asimismo, la referida ley establece que cuando las denuncias estén 

relacionadas a la ubicación física o al contenido de propaganda política 

o electoral impresa, de aquélla pintada en bardas, o de cualquier otra 

diferente a la transmitida por radio o televisión, éstas se presentarán ante 

la junta distrital o local del Instituto que corresponda a la demarcación 

6 Jurisprudencia 1/2013 de la Sala Superior, de rubro “COMPETENCIA. SU ESTUDIO 
RESPECTO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBE SER REALIZADO DE OFICIO POR 
LAS SALAS DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN”.
7 Artículo 470, numeral 1, inciso b) de la Ley Electoral.
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territorial en donde haya ocurrido la conducta denunciada o del cargo que 

se elija.8

Ahora bien, el Reglamento de Quejas y Denuncias del INE señala que 

son órganos competentes para la tramitación y resolución de los 

procedimientos sancionadores, entre otros, los órganos 

desconcentrados del INE, entre los cuales se encuentran las juntas 

locales y distritales.9

En el caso de las juntas distritales, esa misma reglamentación señala 

que únicamente serán competentes para la tramitación del 
procedimiento especial sancionador cuando las conductas 
denunciadas hayan ocurrido dentro de su propia demarcación 
territorial.10

De ahí se sigue que cuando los hechos denunciados hayan ocurrido 

fuera de este ámbito territorial, pero dentro de la misma entidad 

federativa, el procedimiento especial sancionador debe ser instruido por 

la junta local que corresponda.

Por cuanto hace a la elección judicial, el Consejo General del INE emitió 

lineamientos para el trámite de los procedimientos especiales 

sancionadores vinculados con dicho proceso electivo,11 que resultan 

consistentes con la anterior conclusión.

Ello es así, pues en dicha normatividad se especifica que la asignación 

de competencia territorial inicia con el ámbito de actuación de que se 

trate, así como con el tipo de elección, y que cuando se rebase dicho 

8 Artículo 474, numeral 1, inciso a) de la Ley Electoral.
9 Artículo 5, numeral 1 del Reglamento de Quejas y Denuncias del INE.
10 Artículo 64, numeral 1, apartado I del Reglamento de Quejas y Denuncias del INE.
11 “ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL 
QUE SE EMITEN LINEAMIENTOS QUE ESTABLECEN LAS REGLAS PROCESALES Y DE 
ACTUACIÓN EN EL TRÁMITE DE PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES A CARGO DE LA 
SECRETARÍA EJECUTIVA Y LOS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS DEL INSTITUTO 
NACIONAL ELECTORAL, ASÍ COMO EL CATÁLOGO DE INFRACCIONES PARA EL 
PROCESO ELECTORAL EXTRAORDINARIO DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
2024-2025 Y EN SU CASO, PARA LAS ELECCIONES EXTRAORDINARIAS QUE DE ESTE 
DERIVEN”, identificado con la clave INE/CG24/2025.
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ámbito, se asigna competencia de la instancia desconcentrada o 

centralizada del Instituto en el siguiente ámbito de actuación.

4. Hechos materia de la controversia. Para resolver cuál es el órgano 

desconcentrado del INE que debió tramitar este procedimiento especial 

sancionador, es necesario puntualizar cuáles fueron los hechos materia 

de instrucción por parte de la 01 Junta Distrital.

En este sentido, de la revisión al acuerdo de emplazamiento, se tiene que 

los hechos atribuidos a César Alejandro Sáenz Ordoñez como probables 

infracciones a la normatividad electoral fueron los siguientes.

 La colocación de 16 lonas ubicadas en distintos puntos de 
Quintana Roo. 

 La entrega de alimentos y el uso de personas menores de edad 
en un supuesto evento de carácter proselitista celebrado el 
diecinueve de abril.

 La entrega de equipo de ciclismo en una asamblea ejidal 
supuestamente celebrada el once de mayo.

 La entrega de alimentos y el uso de personas menores de edad 
en un evento supuestamente celebrado el doce de mayo.

 La participación en el evento de trece de mayo celebrado en un 
auditorio supuestamente proporcionado por la Barra de Abogados 
de Quintana Roo. 

 La entrega de alimentos en un evento supuestamente celebrado 
el veintiuno de mayo.

 La entrega de despensas en las instalaciones del hospital general 
de Cancún, supuestamente ocurrida el veintiséis de mayo.

A juicio de la Denunciante, tales conductas habrían generado diversas 

infracciones, tales como la colocación de propaganda electoral en 

lugares prohibidos, la confección de propaganda con materiales no 

permitidos, la compra y/o coacción del voto, el uso indebido de menores 

en actos proselitistas y la promoción personalizada del otrora candidato.

En relación con lo anterior, esta Sala Superior considera pertinente hacer 

las siguientes observaciones que evidencian, sin lugar a dudas, que la 
controversia se conformó por algunos hechos ajenos al ámbito de 
competencia territorial de la 01 Junta Distrital.
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 Respecto de las dieciséis lonas denunciadas, se solicitó el auxilio 
de la 04 Junta Distrital del INE en la entidad para efectos de 
certificar la existencia de trece de ellas, y el de la 03 Junta Distrital 
para las otras tres, en atención al ámbito de competencia territorial 
respectivo de cada uno de los mencionados órganos.

 En lo tocante a los hechos aparentemente acontecidos en la 
asamblea ejidal el once de mayo, se requirió el auxilio de la 02 
Junta Distrital para efectos de notificación, en tanto que los 
mismos habrían ocurrido en el municipio de Felipe Carrillo Puerto, 
parte del ámbito territorial de competencia de dicho órgano.

 En lo relativo a los hechos supuestamente acontecidos en el 
hospital general de Cancún, se solicitó el auxilio de la 03 Junta 
Distrital del INE en la entidad para realizar las diligencias de 
investigación correspondientes, al tratarse de hechos ocurridos en 
el ámbito territorial de competencia de dicho órgano.

5. Análisis del caso. Debe destacarse que, en la presente causa, los 

hechos denunciados ocurrieron en diversos ámbitos de competencia 

territorial, por lo cual fue necesario involucrar en la investigación a más 

de una junta distrital de la entidad federativa.

Además, la controversia se fincó respecto de hechos que ocurrieron 

desde el diecinueve de abril hasta, al menos, el veintiséis de mayo. 

Así, la materia de la investigación involucró una serie de hechos que 

ocurrieron en distintas localidades y que se prolongaron durante un 

periodo significativo de tiempo, lo que evidencia una particular 

complejidad inherente al desahogo de la investigación.

En este sentido, dadas las características específicas del caso, y en 

atención a la normatividad que rige la distribución competencial para la 

tramitación de los procedimientos especiales sancionadores, se estima 

que la autoridad que debió tramitar la instrucción de esta 
controversia es la Junta Local Ejecutiva del INE en Quintana Roo.

Lo anterior, tanto por la complejidad del caso concreto, como por el hecho 

de que todos los actos materia de controversia supuestamente habrían 

acontecido dentro de su ámbito territorial de competencia, y porque no 

se advierte que la denuncia se haya promovido respecto de alguna 

infracción que pudiera activar la competencia exclusiva de la Unidad 

Técnica por cuestión de materia.
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6. Efectos. Por todo lo anterior, y con la finalidad de procurar que el 

presente procedimiento especial sancionador se desahogue con pleno 

respeto a la garantía constitucional de legalidad en su vertiente de 

competencia de las autoridades involucradas en su trámite, es que esta 

Sala Superior considera que debe anularse el acuerdo de 
emplazamiento de fecha veintiocho de agosto emitido por la 01 
Junta Distrital, así como todas las actuaciones procesales emitidas 
por dicho órgano con posterioridad.

Por otra parte, y a efecto de regularizar el trámite, se considera que se 

deben remitir todas las actuaciones del presente expediente a la 
Junta Local Ejecutiva del INE en Quintana Roo, al ser la autoridad 
competente para instruir la presente causa, lo cual deberá realizarse 

por conducto de la Unidad Técnica.

Lo anterior, con el objeto de que sea dicho órgano desconcentrado el que 

determine, a la brevedad, lo procedente, con las siguientes precisiones:

 Toda la información generada hasta el momento como parte de la 
investigación es válida y puede tomarse en cuenta para efectos 
del trámite e instrucción del procedimiento.

 La Junta Local Ejecutiva cuenta con plenas facultades para 
ordenar mayores diligencias de investigación en relación con los 
hechos materia de la controversia si así lo estima prudente, pero 
siempre en apego a los principios de legalidad, profesionalismo, 
congruencia, exhaustividad, concentración de actuaciones, 
idoneidad, eficacia, expeditez, mínima intervención y 
proporcionalidad.

 Quedan a salvo las facultades de la Junta Local Ejecutiva para 
analizar de manera preliminar los hechos y determinar lo 
conducente en relación con la procedencia de desechamientos 
parciales o incluso total de la controversia.

 El emplazamiento que, en su momento, se realice, deberá precisar 
con claridad cuáles son los hechos imputados, así como las 
infracciones electorales que cada uno de esos hechos pudiera 
acreditar, a efecto de respetar en plenitud los derechos de acceso 
a la justicia y debida defensa de las partes involucradas.

Finalmente, cabe mencionar que toda vez que el presente asunto general 

se formó con motivo de la revisión del expediente remitido por la 01 Junta 

Distrital, no resulta aplicable el plazo de cuarenta y ocho horas 
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contemplado para elaborar el proyecto de resolución a que hace 

referencia el artículo 476, párrafo 2, inciso d) de la Ley Electoral.

IV. PUNTO RESOLUTIVO

ÚNICO. Se remite el expediente materia de la presente causa a la Junta 

Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en Quintana Roo, en los 

términos precisados en esta determinación.

Notifíquese como en Derecho corresponda.

En su oportunidad, devuélvanse las constancias atinentes y archívese el 

expediente como asunto total y definitivamente concluido.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron las magistradas y 

magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación ante el secretario general de acuerdos, 

quien autoriza y da fe.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica 
certificada, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales 
segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica 
certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y 
sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de 
los medios de impugnación en materia electoral.


